
El abogado después de la 
Constitución Española de 1978* 

Dice d articulo ¡• de nuestra l•igen­
tc Con>titución que «España se consti­
tuye en un Estado social y democrático 
de Derecho•. Antes. en el Preámbulo. 
en su párrafo tercero, había proclama­
do la voluntad de «Consolidar un Esta­
do de Derecho que asegure el imperio 
de la Ley, como expresión de la volun­
tad popular•: y ob érvese la falta de 
identidad entre los dos ténninos. ••con­
solidan> y «constituir• que. para algún 
destacado Jurbta. marca la diferencia 
fundamenta l para este nuevo tipo 
constitucional de Estado Social, ya que 
constituir. en el sentido lingüístico. 
como, aún más, en ellingüfstico-Jurídi­
co. significa siempre un comienzo, o una 
creación. 

Los ilustres tratadistas Profesores De 
Esteban y López Guerra. en su libro so­
bre «El régimen constitucional español• 
nos dicen que: 

«Cuando la Con:.ti tución en ' ll arti­
culo ¡• proclama que España se cons­
tituye en un Eswdo Social y Demo­
crático de Derecho. reconoce que el 
Estado Español asume dos cardcteres 
clásicos en el desarrollo del consti­
tucionalismo: el carácter democráti­
co, es decir la admisión del derecho 
de los ciudadanos a participar en la 
fom1ación de las decisiones públicas, 
y el corrector de Estado de Derecho, 

que compona, entre otra-; not;~' - el 
reconocimiento de una c.'tera de li­
bertad pcr.;onal frente d la acción e, . 
tata!. Pero -añaden- además d..: la de­
claración del anículo ¡• de la Cnn,ti­
tución atribuye al S tado el calilicati­
vo relativamente moderno en el cons­
titucionalismo de «~ociaJ,. Se sigue 
asf una tendencia pre,ente no -;ólo en 
el constitucionalismo extranjero. ~in o 
tamb1én apuntada. en el con;titucio­
nal ismo cspaHol, en concreto, en la 
Constitución de 193 1. que s bien no 
utilizaba el título de •<Estado social>>. 
venía a definir a España como una 
«República de trabaJadores». En bre­
ves palabr.\S. el contenido de tal ten­
dencia consiste en ai\achr a las miSIO­
ne' del Estado. una chmcn ión que va 
más allá de la concepctón clásica y 
que. de forma inicinl, pochíamo' de­
fi nir como de intervención en la 1•ida 
social y económica en beneficio de de­
temlinada<; categorías de ciudadanos.» 

Pues bien: en ese marco constitucio­
nal es en el que vruno a contemplar la 
figura del Abogado. con base. funda­
mentalmeme. en el propio texto consti­
tucional y en las Rcsoluciunes del Tri­
bunal Constitucional. que. como dice el 
articulo S.J• de la Ley Org;ínica del Po­
der Judicial es el intérprete adecuado 
para sus ex.plicitaciooes concretas. 

RAFAEL SARA&\ P<\DIU-A 

E ... le aniculoe\cl tc.:.'\lo.actu.allzado. 
de (¡¡ Cvnlerern:i.l pronuncioda por 
"' aut<N". en la F.ocutmd de Dcrechu 
de 1.1 Uru'c"idad deC61\lob.l. el día 
15 de .<\brfl de l 991. b•Jo el mí,nlO 
lit u lo 
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Para cUu, di,i dil\!mns esta primern par­
te de la exposición en ~ apartados, a 1.1-

ber. 1") Qué signiftca el Abogado denuo del 
ámbito de los derechos fundamentales_ in­
cluidos en la pane expresamente protegida 
por el Recurso de Amparo. cn ld Constitu­
ción. 2") Qué configuración ha dado la ju­
risprudencia constitucional a la actividad 
protesional del Abogado. Y 3") Con qué 
garantías especiales cuenta este profesional 
en su activicbd y muy especialmente en su 
intervención ante lo~ Tribwrales. 

Detengámonos un tanto. en cada uno 
de estos apartados. 

1 QUÉ PAPEL JUEGA EL 
ABOGADO,SEGÚNNUES­
TRI\ CONSTITUCIÓN Y 
AÚN MÁS, DEJ.'ITRO DEL 
ÁMBITO DE LOS LLAi\-1A­
DOS DERECHOS FUNDA­
J\IIE..NTALES 

Inmediatamente surge ante nos01ros 
el art. 24 párrafo egundo de la Cana 
Magna, donde entre otros derechos bá­
sicos para todo ciudadano español se 
encuentra el Derecho a la defensa y asiS­
tencia letrada. fundame nto de diversas 
modificaciones en nuestra ya tradi­
cional ley de Enj uiciamiento Crimi­
nal en la que. bajo amenaza de incons­
titucionalidad se han depurado viejas 
con11ptelas que se venían produciendo. 
aún en contra de garantías para los 
justiciables allí contenidas. 

Y nosotros. con e~e texto ¡merría­
rnos, ya, remarcar el papel no >Úlo im­
pol1ante sino irreemplazable que úene 
el Abogado dentro de todo procedimien­
to, y. aún más. de forma absoluta. en el 
procedimiento penaL Por eso. cuando 
yo inicio mis clases sobre «El abogado 
en la práctica de los juicios penales» en 
la & cuela de Práctica Jurídica del Co­
legio de Abogados de Córdoba, siem­
pre leo a los a lumnos una Sentencia de 
nuestro Tribunal Constitucional, yabas­
tante antigua. de fecha 5 de Julio de 
1982, en la que fue Ponente. Don Fran-

cisco Rubio Llorcnte, que dice. en uno 
de sus r undamentus Jurídicos. textual­
mente, lo que sigue: 

•Entre los derechos que garnntiz.a el 
apanado 2 del arúculo 24 de la Consti­
tución. cuyo sentido general obliga a 
considerarlo referido fundamentalmen­
te al Proceso Penal, está el de la asis­
tencia de Letrado. No se trata. ciena­
mentc, de un derecho que haya sido in­
corporndo al ordenamiento por nues­
tm Cons1i1ución. pues nuesuo Derecho, 
como el de los ouns pueblos. lo cono­
cían ya ele m1ta1iO. En su regulación tra­
dicional. c. fácil percibir la conexión 
existente entre este derecho y la insti­
lllción misma del proceso. cuya impor­
tancia dccbiva para la existencia del 
Estado de Derecho es innecesario su­
brayar: en razón de tal conexión.la pa­
sividad del titular del derecho debe ser 
suphda por el órgano judicial. para cuya 
propia actuación, y no sólo parn el 
mejor servicio de los derechos e mte­
reses del defendJdo. es necesaria la 
asistencia del Letrado. Esta regulación 
tradicional responde a la concepción 
también tradicional del Estado de De­
recho, en la que éste se ent.iende reali-
7.ado con el mcm ascgurnmiento for­
mal de lo.1 derechos fundamcmalcs. En 
cw11110 CSI<l concepción 01ldiciom~ del 
Estado de Derecho no agota la noción 
de E.1tadn Social de Derecho que in­
coqJOra nuestra Constirución. es evi­
dcmc qu~ las normas existentes sobre 
asistencia letrada han de ser reimerpre­
~1da.> de t-onfonnidad con esta úlúma 
y completadas. La idea del estado So­
cial de Derecho y el mandato genérico 
del artJculo\1.2cXJgen seguramente una 
organización del derecho a ser asistido 
de Letrado que no haga descansar la 
garantía rmterial de su ejercicio por los 
dc1¡XJ eídos en un ' munus honorifi­
cum" de los profesionales de la Abo­
gacía, pues tal organización puede te­
ner deficiencias como las que, desgra­
ciad:uneme, han quedado muy de re­
lieve en el presente caso.» 

Obsérvese. que se habla del valor fun­
dament<~ de la asistencia delletrndo. no 



ya sólo en defensa de los intereses de los 
particulares, sino de la propia institución 
del Procedimiento en si, de la Jurisdic­
ción, o sea, en palabras claras, que sin 
Abogado no cabe hablar del Procedimien­
to penal, y, como más adelante veremos, 
de los restantes procedimientos. 

Esta imprescindibilidad del Letrado 
se enriquece en cuanto que la Constitu­
ción deviene hacia la conveniencia de 
que aquel sea designado libremente por 
el acusado, y sólo excepcionalmente, sea 
nombrado de oficio. Así Jo mantienen 
las Sentencias del mismo Tribunal Cons­
titucional de fechas 21 de Enero de 1986 
y 26 de Marzo de 1990. 

Y más recientemente, la Sala Segun­
da del Tribunal Supremo en su Sentencia 
de 28 de Febrero de 1994, se manifiesta 
de esta tan expresiva y rotunda fonna: 

«Es evidente que 1;1 presencia de 
Abogado, es, en estos casos, una exi­
gencia elemental re.o;pecto de lo que 
debe ser la asistencia efecriva y real 
(Ss. del Tribunal Europeo de Dere­
chos Humanos de 9 de Octubre de 
1979 y 5 de Abril de 1983, y del Tri­
bunal Constitucional de 26 de :Mar­
zo de 1 990) sin pe~uicio de que tal 
asistencia letrada sea, a veces, un de­
recho del inculpado, otras un requi­
sito procesal, por cuyo cumplimien­
to la autoridad judicial ha de velar 
aún más. (Sentencia del Tribunal 
Constitucional de 5 de Julio de 
1 982.) Viene a ser dicha presencia, 
por una razón u otra, como u na es­
pecie de requisito esencial del pro­
ceso en tanto Jos Abogados se cons­
ti tuyen en fedatarios de legitimidad 
constitucional.» 

Esa defensa y asistencia no está sólo 
prevista para los acusados, sino también 
para las restantes partes, como señala la 
Sentencia de 24 de Julio de 1981 de la 
que fue Ponente Doña Gloria Bcgué 
Cm1tón, que dice: 

«El derecho a la defensa y a la asis­
tencia de Letrado que el párrafo 2• 

del artículo 24 de la Constitución re­
conoce de forma incondicionado a 
todos. cs. pur tanto predicable en el 
ámbito procesal penal. no sólo de Jo~ 
acusados sino también ele quiene. 
comparecen como acu adore> parti­
culares ejerCiendo la acc ión como 
perjudicados por el hecho punible.» 

Está b1cn claro, pues . y ello debe re­
sultar muy nitido. como consecuencia 
de este primer apartado n:lati\'O a la fi­
gura del Abogado. tras la Constitución 
de 1978, que es indispen:<able el mis­
mo, para las garantías tan to del propio 
proceso, como de lo · particulares ele los 
justiciables. y así ha de queclar. ya. atrás. 
un cierto deje ele que el 1\bogado era 
alguien que se adhiere al proccdmtien­
to, a veces para entorpecer la acción de 
!ajusticia. o para obtener un simple lu­
cro, o atin peor, para compl icnr las co­
sas, cuando tan fáci lmente se resolvían 
con una buena Policía y un Juc?. justo. o 
mejor justic iero. 

11. QUÉ CONFIGURACIÓN 
TIENE ESA ACTIVIDAD 
PROFESIONAL DEL ABO­
GADO, AQUÍ Y AHORA 

Veamos qué nos dice. al respecto. el 
Tribunal Const itucional, intérprete au­
tori?.ado ele la Cana Magna, tal como 
hemos visto anteriorment e. En Senten­
cia de 14 de Noviembre de 1988. Po­
nente Sr. Rodríguez Pi ñero. dice que: 

«El derecho a la a,, istencia de Letra­
do es, en principio, como puntual iza 
el an. 6" del Convenio Europeo, el 
derecho a la asi~ tencia de un Letra­
do de la prop ia e lecci ón de l 
justiciahle y a su cargo. Requiere. 
por tanto, la posibilidad de contacto 
con un Abog:1do y de que é~te pueda 
acceder a las distintas fases del jui­
cio para llevar a cabo la defensa téc­
nic<1 de su cliente.» 

Se destaca. como vemos, que ha de 
tratarse de una persona ele la confianza 
del cliente. y ese papel de confianza. es 537 
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destacado por la Sentencia de J 1 de Di­
ciembre de 1987. a la que se fonnuló 
un voto particular por parte de los Ma­
gistrados Sres. de Vega Benayas y Díez 
P1cazo. que amplían al respecto: 

<<La intervención del Abogado. para 
el detenido, puede: ser crucinl e in­
cluso determinante de su posterior 
destino procesal y quizás penal o pu­
nitivo. Sea o no culpable -y aquí le 
asiste la presunción de inocencia­
esas horas primeras de detención son, 
quizás. las más necesitadas. más jus­
ti ficadas de apoyo técnico y moral. 
Ambas cosas. quiz:'IS, sólo se las pue­
da prestar el Abogado, pero sólo el 
Abogado en quien confíe. El patro­
cinio del Abogado -<¡uc nació como 
un hono1 y como una generosidad 
para con los débiles, los impecunes 
y los caídos en la delincuencia y que 
ahora constiruye un derecho de la 
persona llamada ante la justicia- c.~ 

o se fundamenta en una relación de 
confiam:a, pero de la confianza de la 
persona en el Abogado. no de la ;o­
ciedad o de la Ley en un servicio.» 

Para que esa presencia y a;istcncia 
jurídica y mural sea posible, se impone 
un régimen d~ comun icaciones entre le· 
trado y diente dotado de las mayores 
garantias. pues como destaca la Senten­
cia del tribunal Consrnucional de 30 de 
Julio de 1982.: «Las comunicaciones de 
los internos han ele ce lebrarse respetan­
do al máximo. la intimidad. de acuerdo 
con la regulación contenida en el Apilr­
rado 1" del artfculo 51 de la Ley Orgá­
nica 1/1979. regla de contenido an:llo­
~~he dP Nr~c: 1,.-si"' lt-lcinnec: t"Xtranic· 
ras, como la suiza. austríaca o de la Re­
pública Fedcr.1l Alemana». 

Por otra parte. nuestro Tribunal 
Constitucional ha llegado a exigir. en 'u 
Sentencia de 19 ch.: Abril de 1988, la pre­
sencia de un intérprete cuando sea pre­
ciso. en una comunicación normill en­
tre Abogado y cliente. Leemos: 

«Ligado este derecho con el de asis­
tencia letrada. tart . 24.2 C.E.) es ob-

vio que a esta asistencia ha de ex­
tenderse la necesidad de efectividad 
o elicacia. so pena de considerarlo 
un derecho vacío o meramente for­
mal. pues nada es más lógico y na­
rural pensar que una adecuada defen­
sa y asistencia letrada exige el pre­
vio requi~ ito de una comunicación 
interpersonal imeligible e incluso 
fluida, en asunto tan cmcial como la 
transmisión al Abogado no sólo de 
hechos, sino de vivencias y simples 
apreciaciones por pan e del acusado. 
y ante la perspectiva de su juicio oral, 
aparte de su colaboración para la pro­
puesta de pruebas. Y es evidente. por 
tanto, que el derecho a Ill!érprete ~e 
pued~ inclutr con naturalidad, sin 
más esfuerzo integmdor en el haz de 
derechos que ames se ha indicado. 
concr~tamente en el de disponer de 
las faci lidades necesaria ~ para la pre­
paración de la defensa del acusado. 
(Art. 6.3.b. del Convenio).>> 

Y pma f inalizar este apm1ado resal­
taremos una precioso Sentencia del qye 
fué Presidente del Tribunal Constitucio­
nal. vil mente asesinado. Ecrno. Sr. Don 
Francisco Tomás y Valiente, que en 
Resolución de fecha 3 de Marzo de 1988 
dice texmalmcntc lo que sigue: 

«Importa también destacar que el 
mismo Tribunal Europeo de Dere­
chos Humanos. en su Sentencia de 
13 de Mayo de 1980. (caso Arl ico) 
declaró que el articulo 6.3. e) del 
Convenio consagra el derecho a de­
fenderse de manera adecuada, pcr­
~onalmenle, o por medJo de Aboga­
do. derecho refor1ado por la obliga­
CIÓn del Estado de proveer en cier­
tos casos. de asistencia juridic:J, obli­
gación que no se satisface por el sim­
ple nombramicmo o designación de 
un Abogado del tumo de oficio. por 
emplear la terminología propia de 
nuestro ordenamiento, pues el anf­
culo 6.3.c) como subrll)'a el Tribu­
nal Europeo de Derechos Humanos 
no habla de nombramiento sino de 
asistencia. expresión por cierto idén­
tica a la de nuestro arúculo 2-1.2 C. E. 



de donde se infiere que el acusado 
tiene derecho a gozar de una asis­
tencia técnica efectiva, ya que si se 
interpreta el texto del an. 6.3.c) de 
una manera fom1al y restrictiva. •<la 
asistenciaJudictal gratuita tendría el 
nesgo de revelarse como una pala­
bra vacía en más de una ocasión.» 

lll¿CONQUÉGARANTIAS 
CUEt'ITA EL ABOGADO 
PARA PODER E.illRCI­
TAR ESA SU MISIÓN IM­
PRESCINDLBLE'! 

Dice el Profesor Hcrnándcz Gil. en 
un u1teresamc trabajo sobre la Aboga­
cía, que «la actividad intelectual del 
Abogado ~e canali1a a tr.\\'és de la pa­
labra y del razonamiento articulado 
mediante ella. Palabra, lenguaJe y ... De­
recho.» Y añade: 

«El dctccho es en función de la len­
gua. Esta no ~e limita a expresarse o 
extcriuriLarse. Aparece alojado. en 
la lengua, fu ndido e identificado. 
Tudo puede ser tratado lingilís­
licamellle, designado o dotado de 
significación.S in embargo el lengua­
je no se limita a cumplir respecto del 
derecho el cometido general de de­
nominar, representar y entenderse. 
Hay entre ellos un mayor grado de 
vinculación. Una ley fístca existe y 
se cumple al margen de su enun­
ciación linguistica. Esta la da a co­
nocer, o si se prefiere, traduce y fija 
su entendi miento. Por ejemplo, la 
ley de lu gravitación hn venido ri­
giendo y rige con independencia de 
su conocimiento.En cambio la lcy.en 
su acepción jurídica. surge con o 
corno lenguaje.» 

Y wn ello es así. que muchas vece~. 
cuando en un juicio pcnul. el procesado 
no ha mantenido una postura cohe­
rente, la prueba no ha evidenciado la ino­
cencia del acusado y el Fiscal ha verti­
do toda la carga legal de sus argumen­
tos en principio contundentes, contra 

quien se sienta en <!l banquillo. en e'e 
momento en que el defen,or ' 'd a ini­
ciar su infom1e. de verdad que ' icne n 
la memoria nue;tro gran IXlCia León Fe­
lipe. cuando bri ll:mtcmcnh.: proclama­
ba: •Me queda la pdlabra•'. porque c~e 
es el má;, cf ica¿ rccur;o que un Aboga­
do llene en su dcci, iva t.1rea. Una paJa­
bra. un lenguaje que no ~ea mera retón­
ca, sino que lleve mcorporado ese dere­
cho con el que jusuticar la actuación de 
Slt patrocinado.De ahf que uno de lo' 
principios que deben regir en el proce­
so penal, prec isamente e0mo ga r~nt fa 

del imputado, e~ el de la oralidad. prin­
cipio que. lamentablemente. ~e: va recor­
tando dfa a día, ~tendo sn~t i t uido por el 
de la eficacia. de modo que los Tribu­
nales ganen en ccleridJd convirtiéndo­
se. ca ~i. en simples re~ol~edores de ins­
tanctas administrativas. 

No es de .:xtrañar. por todo ello, que 
en esa tensión dialéctica que se produ­
ce entre acusación y defensa. y en esa 
necesidad de decir mucho. claro y alto, 
el Abogado a menudo tenga que uti li­
zar argumentos. r.azonamiento~ e fnclu50 
parlamento que pueden resultar de tono 
duro, quizás aún más exacerbada .:sa 
oratoria por el sentido de re~ponsabili ­

dad de la defensa. 

Pues bien: también en este pu nto ha 
dicho algo importante nu.:stro Triblmal 
Constitucional. en Sentencia de fecha 9 
de Marzo de 1988: all í se sienta la si­
guiente docLrina: 

«En todo proceditlllento sancionador 
dirij!ido comra un Abogado por una 
falta del respeto debido a los demás 
pantcipantes en el proceso eventual­
mente comet ida en su actuacton 
forense, entrarán. pues. en JUego y 
deberán ser tenidos en cuenta no sólo 
el respeto debido a una autoridad, 
sino también la dignidad de la fun­
ción de defensa, en cuanto ejercita­
da al scn•icio ele garantías estableci­
das en el artículo 24 de la Constitu­
ción Española. así como la libertad 
de expresión de que es titular el Abo­
gado en cuanto tal como ha sido en- 539 
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tendido por el leg i~lador en el artí­
culo 437. 1 de la Ley orgánica del 
Poder Judicial.» 

Esta Resolución es importantísima. 
por cuanto al circun.scribir el ámbito. an­
cionador penal a la esfera del delito, pero 
no al de las fal tas. abre una brecha en 
orden a supeditar en el caso de la acti­
vidad forense el derecho punitivo penal 
del Estado a su derecho sancionador ad­
mi nistrativo, tema que fué tra1ado, en 
un excelente trabajo publicado en la Re­
vista del Poder Judicial del mes de Ju­
nio de 1988,por el Profesor de la Facul­
tad de Derecho de la Unfversidad de 
Córdoba. Don Manuel Rebollo Puig. 
porque éste, desde su prisma de admínis­
trativista, plamea algo que es fundamen­
tal para esa situación de protección es­
pecial que precisa el Let.r.1do,como es 
la realidad de que, aún .la Ley org:ínica 
del Poder Judicial puede haberse que­
dado corta.dentro del ámbito constitu­
cional. ya que podria. perfectamente, ha­
ber elimmado, incluso. el delito de des­
acato, en las acruaciones forenses. sus­
tituyéndolo por un expediente sancio­
nador. Y ello -repetimos- desde el más 
puro constitucionalismo. porque dice 
nuestro paisano que: 

«No hay base constimcional ni teó­
rica, sino simplemente la legal que 
presta la forzada imerpremción dada 
al artículo 448 de la Ley orgánica del 
Poder Judicial para argumentar la 
pretendida diferencia». 

Y concluye: 

"al contrario si toda la construcción de 
nuestro Derecho administrativo san­
cionador se asienta en la idéntica na­
turaleza de deliro,faltas e infr.teeiones. 
no se comprende qué puede explicar 
un di fercnte régimen en los concursos 
de las últimns con los dos primeros». 

Creemos haber delimitHdo, pues con 
la más estricta jmisprudcncia del Tribu­
nal Constitucional qué es un Abogado. 
tras la Carta Magna, cual es ~u fu ución 
instilllcional, qué amplitud debe tener esa 

actividad profesional y con qué garantías 
cuenta o puede comar en su diario que­
hacer. De todo resulta una figura fuerte. 
trasecndente.digna,humana. mediadora 
entre el poder y el ciudadano y sin la cual. 
el artículo 24 de la Constitución queda­
ría totalmente roto por uno de sus pilares 
m{IS fuodamentalcs. 

Claro que todo lo anterior es el dis­
curso constitucional. pero como ya ti­
rulé una Conferencia dada en el Cole­
gio de Abogados de Córdoba. sobre el 
Procedimiento Penal,« del dicho al he­
cho ... «Y es que bajando a la realidad 
concreta de cada día, uno comprueba y 
se entristece ante tanta y tanta obstruc­
ción e incomprensión que Organismos 
y Funcionarios, Instituciones y hasta 
medios de expresión pública, imponen 
al Abogado que intenta acomodarse a 
esa nueva conliguración constitucional 
y salir de una ruti naria actividad 
acomodaticia. 

Mas sería totalmente parcial si me 
qucda~c en una crítica hacia quienes re­
cortan nuestras alas y no indagase un tan­
to siquiera, en ese mal ambiente que ro­
dea a los Abogados, emanado fundamen­
talmente desde el pueblo, que. todavía. 
nos vé como leguleyos, propensos a la 
venta a la contrapm1c y que hace clamar 
a más de uno, ingenua y sinceramente. 
cuando acude a nuestros despachos: " 
como yo gmeias a Dios no me he visto 
has~\ ahord entre Abogados ... » 

Porque -y no deseo ser pesimista sino 
solo autocrítico- me temo que los Abo­
gados, o al menos muchos Abogados solo 
han tomado nuestra profesión. como una 
forma mols de ganarse la vida. o, en todo 
caso, como forma de acceder a un estatus 
social de cierto privilegio, que hemos 
venido disfrutando. al cnrai1.arnos. pri­
mero con la nobleza y la prepotente Igle­
sta y, luego, con la burguesía o, quizás, 
tamhién, porque la propia sociedad no nos 
ha exigirlo mucho más. 

Habríamos de remontamos a la fun­
dación del primer Colegio de Abogados 
de que se tiene constancia en España, el 



de Barcelona. consti tuido en 1.330 du­
rante el reinado de Pedro IV de Arngón. 
en pleno auge del corporativismo de los 
siglos XII al XI V que má tarde se abrió 
en 1.404 y 1.426 a la~ Cofradías de Abo· 
gados de Gerona y Perpiliáu, bajo la advo­
cación de Santo Tomás de Aquino la pri­
mera y de San lvo. la segunda. para ini­
ciar una retrospectiva que tiene. como lf­
nca conducente, la capactdad de adapta­
ción en cada momento. a lo que los inte­
reses dominantes han demandado. por­
que. en esta profesión. como en casi to­
das las elitistas, es el propio grupo socJal 
al que se prestan sus servicios. su ocupa­
ción y sus preocupaciones, el que les per­
mite mantenerse o bien puede retirarle su 
conf i;mza, en caso de que el t:rnbajo de 
tal profesión lle,uue a tener escasa rela­
ción con los valores y las apetenc ia~ de 
aquellas mismas clases. 

Con lo anterior quiero decir, que. si 
como alinna un contemporáneo comen­
tarista, •<desde el punto de vista político, 
el trabajo profesional del Abogado debe 
servir para el mantenimiento de la cohe­
sión socJal», en el momento presente y 
ante una nación que se ha con.sti tuido en 
Estado Social y Democrático de Dere­
cho, tiene, so pena de desaparecer histó­
ncamente, en otro caso. como tal profe­
sión, la obligación de tomar muy en se­
rio esas características del Estado que se 
constituye después de aquella fecha his­
tórica del 28 de Diciembre d~ 1978. 

Abordemos, pues. ya en esta segunda 
pane del trabajo qué debe ser y realizar 
un buen Abogado. si quiere ser fiel a la 
sociedad en que vive, dentro de los hábi­
tos creados por la propia Con tiiUción. 
Varias tareas se le imponen como nor1c: 

1". En primer lugar yo señalaría la de­
fensa de la propia Constitución, pero 
ello no sólo de palabra }'en celebración 
típtca del día 6 de Diciembre de cada 
año,sino que ha de interpretar y ayudar 
a interpretar todo lo que se comiene en 
el Título Primero y a los Derechos y 
Líbcnadcs, de forma que todos esos 
derechos sean compatibles en la prácti­
ca y ninguno de ellos pueda quedar anu-

lado por la presión o prc' alencia de 
cualquier otro. ello, lógicamente resp~­
tando la gradación que allf mismo se 
hace, respecto a unos y otros. 

Pero c. que el impacto c¡uc la Consti­
tución Española ha tenido sobre el con­
JUnto del ordenamiento. sobre la práctica 
juri~iccional y la doctnna científica y. 
en dcfiniti,-a sobre la vida social de nue~­

tro paí~. no es postble entenderlo . in te­
ner en cuenta la funcJón de. empcñndo por 
el Tribunal Con tirucional. Ptobablemeo­
le si hubiera habido un largo período de 
tiempo. como >uccdió en la Italia de po~t­
gucrra. sin que dicho Tribunal enLra e en 
funcionamiento. las línea de continuidad 
entre la juri prudencia del franqUtsmo y 
la del vigente Estado democrático hubie­
sen sido mayores. Es posJble. aún. que 
el contenido nonnativo del texto consti­
tucional hubiera tdo negado o al menos. 
discut ido y que hubiéscmo~ tardado año 
en conseguir l a~ plenas consecucnciru de 
con~ iderar a la Constitucrón Española 
comounanormajuridtca y.adcmá , como 
la pruncra y fundamental de toda~ ellas. 

En e te scnudo. es muy irnponame el 
aniculo 5.1 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial cuando se reticre no sólo a que 
la Constitución E.~pañola es la nonna su­
prema del ordenamiento y vincula a jue­
ces y tribunales. si no también aque la 
aplicación por parte de estos de las leyes 
y reglamentos J;e ha de llevar a efecto 
«Confon!lc a la interpretación ... que re­
sulta de las resoluciones dictadas por el 
Tribunal Con~t itucional en todo tipo de 
procesos~. También ha de tenerse en 
cuenta la compctcncra de lo~ Jueces y 
Tribunales para inaplicar la legislación 
anterior a la Com.titución Española, en 
vi11url de la disJXl-'iCión derogatoria ter­
ccm de la m.i ·ma. Y por último hay que 
subrayar la indicación comen.ida en el 
anículo s• de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial acerca de que tampoco habrán 
de aplicarse los Reglamentos contrarios 
a la Constitución, a la Ley o al principio 
de jerarquía normativa. 

Resaltar. profundizar y exigir en todo 
caso. esa nom1ariva constitucional es hoy. 541 
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para todo Abogado, su tarea primordial 
y, a veces, baswntc dificil, por cuanto se 
suele caer en pronta descalificación por 
teórico o demagogo,cuando precisamente 
lo contrario e· volver a convenirse en 
simple «lector de la ley». como aún man­
tienenjuri tas posítivistas. 

2°. En segundo lugar, señalaría como 
labor del Abogado la defensa de la le­
galidad, pues en el propio preámbulo de 
la Constitución se proclama la voluntad 
nacional de «consolidar un Estado de 
Derecho que asegure el imperio de la 
ley»; en el artículo 9. 1 se establece que 
los ciudadanos y los Poderes Públicos 
están sujetos a la Constitución y al res­
to del ordenamiento j urídico: y en el 
1 O. 1 a su vez, se establece que el rc.lpe­
to a la ley junto a la dignidad de la per­
sona, sus derechos inviolables y el res­
peto a Jos derechos de los demás cons­
tituyen el fundament o del orden políti­
co y de la paz social. Todo parece wn 
claro y contundente que sería innecesa­
rio hacer un alegato a favor del imperio 
de la Ley y en defens11 de la legalidad, 
pero es que desde scctorc.s poderosos, 
tanto en la sociedad civil como en las 
instituciones públ icas, con más frecuen­
cia de la que fuera deseable se pone en 
cuestión la conveniencia. a veces por 
razones de Estado, del cumplimiento 
estricto de la legalidad . Se presenta a 
ésta como sí fuera un corsé que dificul­
tara el desenvolvimiento de la vida po­
lítica y se considera que la normativa 
legal carece de la func ional idad apro­
piada para servir al desenvolvimiento de 
una sociedad tan compleja y dinámica 
como la nuestra, Y hasta en alguna oca­
S Ion, como d1ce e l 11ustre Mag1s1rado 
Pertecto Andrés fbá1iez, se ha llegado a 
dete nder,sin más, el incumplimiento de 
la legalidad en aras de altos intereses del 
Estado o de la economía naciomtl. 

Pero no sólo la Const itución puede 
servir para una defensa de las garantías 
que proporciona la normativa legal, ya 
que, incluso, cJ Título Prelinúnardcl Có­
digo Civil a un nivel evidentemente in­
ferior. desde el punto de vista de la gra­
dación como fuente de derecho, consti-

tuyc un firme puntal para inyectar ra­
cionalidad y sentido común al conjunto 
de la legalidad, ofreciendo técnicas ju­
rídicas eficaces en este sentido. La in­
terdicción del fraude de Ley (art. 6.4 del 
C. C.) las exigencias de la buena fé (art. 
74, 1) la regulación del abuso de dere­
cho y del ejercicio antisocial del mismo 
(art.7.2 del Código Civil) constiwyen 
instrumentos operativos y garantías a 
favor de los auténticos intereses por los 
que vela el conjunto del ordenamiento 
y protección para los terceros que pu­
dieran sufrir consecuencias de actuacio­
nes maliciosas y, en definitiva,freno 
frente a las argucias de leguleyos que, 
con frecuencia, propician usos de pre­
ceptos legales con lincs contrarios al 
ordenamiento jurídico en actuaciones 
llevadas a cabo a favor de los sectores 
más fuertes de la vida sociaL 

3°. En tercer lugar. el Abogado ha de 
defender la función jurisdiccional, ya 
que, con independencia de las crítica~ 
que puedan hacerse respecto al funcio­
namiento de Juzgados y Tribunales. lo 
cierto es qlJe de poco sirve tener dere­
chos si estos no pueden hacerse valer. 
pues como decía un clásico, «la acción 
es el derecho en pié de guerra». Y su 
legitimidad está totalmente reconocida 
y dignificada desde que también por vía 
de Constítución, se proclamó la existen­
cia del Poder Judicial que, precisamen­
te recibe su legitimidad por el ejercicio 
en la jurisdicción. 

Todo Jo anterior, con ser mucho, no 
llevaría a quien esto escribe. a esa espe­
cie de deslumbramiento que, en todo el 
contexto de este trabajo se advierte ante 
la Constitucíón Española de 1978, Y es 
que el cuadro de posibilidades y tam­
bién- por qué no- de responsabilidades 
derivadas para el Abogado de aquel Tex­
to Supremo, se magnifica ante algo muy 
específico que nos viene dado por la 
definición de nuestro Estado como So­
~ial. defi nición a la que me refería, casi, 
al inicio de mi exposición. 

Quizás la nonna constitucional que 
1m\:; claramente configura esta signifi-



cación social de nuestro Estlldo sea el 
artículo 9.2 donde Icemos que 

•<corresponde a los Poderes Públicos 
promover las condiciones para que 
la libertad y la igualdad del indivi­
duo y de los grupos en que se ínte­
gra sean reales y efectivas, remover 
los obstáculos que impidan o dificul­
ten su plenirud y facilitar la part ici­
pación de todos los ciudadanos en la 
vida política, económica, cultural y 
social>>. 

Y comentando este artículo realmen­
te trascendente de nuestra Constitu­
cíón,un jurista que no podní ser tacha­
do de demagogo, como es el Profesor 
Hcrnandcz Gil, dice que: 

'la libertad y la igualdad. sin pe~ui­

cío de sus propios contenidos, son 
intcrdependíentes. La interdepen­
dencia cobra. sobre todo, importan­
cia cuando no se las considera me­
ramente formales, sino reales y efec­
tivas. Una concepción puramente li­
beral pone el acento en la libertad, y 
eso es todo.Esto no es así para un 
Estado Social. tal como el que enun­
cia y propugna la Constitución. La 
igualdad no tiene como marco exclu­
sivo la libertad. ni es tampoco una 
consecuencia necesaria de ésta. A 
su vez. la igualdad es también pre­
supuesto o condición de la libertad. 
El ser libres. aún emanando de no­
sotros mísmos. requiere para su efec­
tividad de una organización social 
que nos haga líbres;y de esta liber­
tad es condición imprescindible la 
igualdad.Sín igualdad, la libertad. 
lejos de mostrarse compartida. pro­
duce esa gran adulteración que son 
los actos de hegemonía de los pode­
rosos y los actos de entrega o de re­
beldía de Jos sometidos.>> 

El Tribunal Constitucional en reite­
radas ocasiones también ha abordado el 
tema de esta novedad en la cualificación 
de nuestro Estado: y así en la Sentencia 
de 7 de Febrero de 1984 (Ponente 
Sr.Gómez Ferrer Moran!) dice que 

<<la conftguraci6n del Estado como 
socínl de derecho viene así a culmi­
nar una evo lucionen. la que la 
conset'ucion de los ti ne5 de interés 
general no es absorbida por el E~ta­

do. sino que se armoniza en una ac­
ción mutua EstadoSocícdad.» 

Y en la de fecha 21 de Julio de 1987 
(Ponente Sr.Latorre) proclama que 

«nuestra Constitución asume el prin­
cipio de solidandad, una de cuyas 
exig~nc ias C$encíale.~ cs. precisamen­
te, el sacrificio de los ínterc.~cs de los 
más favorecidos frente a los más d~­

ampm·ado~. con independencia. inclu­
so de la consecuencias puramente 
económicas de esos sacrificios». 

Mas, ¡,qué c.:omporta cu~nto queda 
dicho en orden a la actí vi dad del Abo­
gado, que es lo que aquí en este trabajo 
nos intere~a destacar?. Las posibi lida­
des que tenemos los Abogados para con­
seguir. siq uiera. que la maquinaria ju­
risdiccional se mueva y no en favor de 
los tradícionalmeme protegidos. son li­
mitadas y exigen del Abogado audacia, 
estud io y esperan za frente a toda 
desesperanza. al comprobar_ mucha ve­
ces, el fracaso de esta actividad. Se hace 
necesario cal ar las posibi lidades que 
ofrece una legíslaciónn siempre titu ­
beante entJ·e el sentido tuítívo a favor 
de las clases más desfavorecida~ y la 
normal dinámica derivada de una situa­
ción social y ccun6mica, diríamos mi5 
precisamente, de un ~ ístema. donde la 
desigualdad sigue alcanzando cotas in­
admisibles de injusticia. 

Para todo ello hay que ser generosos 
en el quehacer y desprendidos en el mero 
resultado económico, presentándonos con 
una esmerada preparación técnica y cíen­
lítica. Y sobre todo teniendo mucha ima­
ginación pues esta finalidad de conseguir 
una igualdad entre los diversos individuos 
y gmpos supone la legitimación de algo 
qt1e con frase acuñada en otras épocas. 
podríamos denominar como uso alterna­
tivo del derecho. aún cuando ello ya no 
tiene por qué tener vigencia, al contar con 543 
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la Constitución de 1978, a la que hcmOl> 
intentado seguir lo más fielmente posi­
ble en este texto. 

Desde esta perspectiva, constitucio­
nal. tiene plena vigencia un texto del 
Profesor italiano Luigi Ferragioli. que 
para mf es como el principio rector de 
la actividad de todo Abogado y con el 
que tina lizo. Dice así el maestro: 

«el punto de vísta in temu de los de­
rechos fundamentales. sancionados 
por la Constitución y el pum o de vis­
ta externo de los sujetos más débiles 
que son los titulares más insatisfe­
chos de aquellos derechos defi nen la 
dimensión axiológica de lajurisdic­
ción.conftriendo a cuantos en ella in­
tervienen sentido y valor.La Consti­
tución irrealizada. los derechos pro­
clamados y no satisfechos equivalen 
a instrumentos de crítica y de con-

testación de la legalidad viciada y de 
las actividades confonnes con ella. 
Y rcpresen1an. además. otras tantas 
palancas de transfonnación del or­
denamiento jurídico en sentido pro­
gresivo. Bajo estos auspicios, la ju­
risdicción adquiere una función 
propulsiva en el proceso de demo­
crauzación del procedimiento. Y la 
fi gura del Jurista- yo digo. expresa­
mente. del Abogado- puede ser ca­
racterizada como la de un transfor­
mador de profesión, llamado por la 
separación emre normatividad cons­
titucional y efectividad de la legisla­
ción vigente. no ya a la obstusa cita 
o aplicación de la Ley sino a su uti­
lización crít ica corno modo de 
adecuarla. progresivamente. a los al­
tos valores de la Constitución y a las 
expectativas individuales y sociales 
a que los mismos hacen referencia.» 
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